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«Precisión jurisprudencial acerca del alcance y contenido del artículo
57 de la Ley 1453 de 2011.

En lo atinente a la configuración normativa consagrada en la Ley 1453 de
2011, igualmente es claro que la iniciativa se soportó en eliminar la
impunidad, luchar contra la criminalidad organizada y el terrorismo, con el
fin de aumentar la efectividad del procedimiento, la extinción del dominio y
la responsabilidad juvenil, todo ello en procura de fortalecer la seguridad
ciudadana, uno de los objetivos centrales del Gobierno Nacional.

Referente al procedimiento penal, la mencionada ley se sustenta en tres
pilares fundamentales, a saber:  la flexibilización de los requisitos para la
realización de actuaciones investigativas, el aumento de los términos
procesales y la modificación de los requisitos para imponer la detención
preventiva, fijando unos menos rigurosos; empero, durante el trámite
legislativo y dentro de la función que le otorga el artículo 150 numeral 2° de
la Constitución Política, el Congreso de la República, entre otras
modificaciones, reformó el artículo 301 de la Ley 906 de 2004, en el cual
introdujo un parágrafo del siguiente tenor:

“La persona que incurra en las causales anteriores (flagrancia) sólo tendrá
1/4 del beneficio de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004”.

Como quedó dicho, los legisladores están facultados para reformar los
Códigos; sin embargo, conforme a la jurisprudencia de la Corte
Constitucional, esa importante labor debe realizarse consultando criterios
de razonabilidad y proporcionalidad en la definición de las formas. De suerte
que atendiendo los fines perseguidos con la expedición de la Ley 1453 de
2011, en primer lugar, la Corte advierte que la modificación introducida al
mencionado artículo 301, al adicionarse el citado parágrafo, consulta los
fines que motivaron la expedición de la mencionada ley, en la medida en que
la misma se erige en un supuesto tendiente a luchar contra la criminalidad
que más agobia a la sociedad.

Mírese como la norma consulta específicamente los fines consagrados en
esa unidad normativa, esto es, la de luchar contra el terrorismo, la
criminalidad organizada y lo más importante, lograr la efectividad del



procedimiento, en cuanto al derecho material, sopesando los bienes en
conflicto y partiendo de la situación de flagrancia.

De tal manera, la anunciada modificación del artículo 301 de la Ley 906 de
2004, no resulta extraña a las razones que llevaron al legislador a realizar
la configuración normativa, ni tampoco desquician las bases procesales
consagradas en la Ley 906 de 2004, respecto de los institutos de
allanamiento a cargos y los preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y
el imputado o procesado, según el caso.

En efecto, dígase de manera imperativa que el artículo 57 de la Ley 1453 de
2011 lejos de alterar la sistemática reglada en el Código de Procedimiento
Penal de 2004, lo que hizo fue modular el monto de la rebaja de pena a que
tenían derecho las personas capturadas en flagrancia y que se hubiesen
allanado a cargos en la audiencia de imputación.

Es decir, esa reforma no desconoció los institutos de allanamiento a cargos
y preacuerdos y negociaciones, los cuales se edifican sobre la base de que a
mayor colaboración y mayor economía procesal, más significativa ha de ser
la respuesta premial.

Así, se puede concluir que el legislador en el estudio y redacción de la norma,
acató los presupuestos de razonabilidad y proporcionalidad del sistema
acusatorio diseñado en la Ley 906 de 2004, en tanto no estableció
procedimientos especiales ni modificó las bases del proceso penal.

Por tanto, contrario a lo expuesto por el defensor, el parágrafo del artículo
301 de la Ley 906 de 2004, introducido con el artículo 57 de la Ley 1453 de
2011, no vulnera el principio de igualdad, en lo atinente a los beneficios
punitivos consignados en la Ley 906 de 2004 frente a los institutos en
precedencia enunciados y para aquellos sujetos que no fueron aprehendidos
en flagrancia, pues en torno a ese tema no se puede predicar que en ambas
circunstancias las personas se encuentran en igualdad de condiciones, pues
no es lo mismo haber sido capturado en flagrancia que ser ajeno a tal
situación, por cuanto en el primero de los supuestos, surge con mayor
nitidez el compromiso penal por esa particularidad, concluyéndose que el
desgate del Estado, en orden a investigar la infracción a la ley, es mucho
menor cuando media flagrancia que cuando está ausente esa evidencia
probatoria; de ahí  que no resultaría equilibrado otorgar el mismo beneficio
punitivo si el allanamiento a cargos o el acuerdo lo realiza un imputado
descubierto en flagrante delito que cuando la aceptación de culpabilidad
tiene lugar sin que exista una situación de tanto compromiso probatorio.

Igual acontece con la crítica hecha al parágrafo del artículo 301 del Código
de Procedimiento Penal de 2004, consistente en que transgrede la
presunción de inocencia, toda vez que este principio conserva plena



vigencia, a menos que durante el desarrollo del proceso surjan elementos
probatorios que comprometan la responsabilidad penal del procesado, como
ciertamente ocurre cuando el agente ha sido descubierto en situación de
flagrancia.

Es por ello por lo que esta censura carece de sentido, en tanto que la mayor
intensidad en el compromiso penal del imputado, deviene únicamente de la
unidad probatoria incorporada al trámite, por cuanto no se puede pasar por
alto que las decisiones sólo pueden tener como fundamento los elementos
de conocimiento allegados al diligenciamiento, aspecto que corresponderá
ser analizado por el operador judicial en cada caso en particular, a fin de
construir los respectivos juicios de hecho y de derecho.

De conformidad con lo anterior, la Corte aclarará el sentido del fallo de
casación adoptado el 5 de septiembre de 2011 dentro del radicado 36502, a
fin de precisar la jurisprudencia acerca de este tópico.

Ante todo vale destacar que los argumentos consignados en la mencionada
providencia, tuvieron como soporte dar una ajustada interpretación,
teniendo como base la sistemática reglada en la Ley 906 de 2004,
respetando la intención del legislador al adicionar el artículo 301 a través
del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, que no era otro que el de acoger la
hermenéutica que la Sala había dado al instituto de allanamiento a cargos
y al preacuerdo y negociaciones entre la fiscalía y el imputado o procesado,
según el evento, en especial las referenciadas con los radicados 27263
(29/072008), 28222(30/062010), 29902 (09/12/2010), 30273
(09/12/2010), 30550 (24/03/2010) 31061 (24/03/2010), entre otros, en
torno a que las personas en situación de flagrancia, cuando no van
acompañadas de un plus de colaboración, la rebaja de pena no puede
alcanzar el 50%, según lo previsto para el artículo 351 de la Ley 906 de
2004, así la economía procesal sea mayúscula, como por ejemplo, cuando
la aceptación de cargos se produce a escasas horas de cometido el delito.

Recuérdese que frente a este tema como se adujo en la providencia de 5 de
septiembre de 2011, un planteamiento como el anterior “ha llevado a la Sala
a estimar que ese premio punitivo puede ser del orden del 35 % o del 40%, en
la medida en que debe ser superior –en todo caso- a una tercera parte más
un día, dado que el acogimiento a los cargos se ejecuta en la primera
oportunidad”.

De otro lado, surge nuevamente oportuno reiterar que dentro de esas
precisas facultades configurativas y basado en los anteriores
pronunciamientos de esta Corporación, el legislador bien podía establecer
un tratamiento procesal con efectos punitivos, diferente para los imputados
sorprendidos en flagrancia y aquellos que sin estar en esa condición optan



por aceptar su responsabilidad aportando directa y personalmente
fundamentos para ser condenados.

Es más, de acuerdo con nuestra historia legislativa, oportuno es recordar
que en vigencia de la Constitución de 1886, se expidió el Decreto 050 de
1987, en el que se previó un trámite abreviado para situaciones de
flagrancia. Igualmente, teniendo como nuevo marco normativo la
Constitución de 1991, del mismo modo se exceptuaron de rebajas de pena
por confesión estos eventos, según así se desprende de los artículos 299 del
Decreto 2700 de 1991 y 283 de la Ley 600 de 2000, sin que ello implicara
una transgresión del principio de igualdad, tal como se anotó en
precedencia.

Sin embargo, la Sala advierte, compartiendo el criterio de la Procuradora
Delegada, que le corresponde fijar el alcance interpretativo de la aludida
modificación del artículo 301 del Código de Procedimiento Penal de 2004
hecha con el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, consultando el espíritu del
legislador y obviamente respetando la sistemática reglada en la ley procesal
penal, a fin de mantener la coherencia de la actividad judicial.

De tal manera, si la intención del legislador, dentro del poder de
configuración, fue la de reglar la rebaja de pena derivada del estado de
flagrancia, teniendo como fundamento que esa particular situación ofrece
sin mayor dificultad los medios de prueba que permiten la emisión, por regla
general, de un fallo condenatorio, al consagrar: “La persona que incurra en
las causales anteriores (flagrancia) sólo tendrá 1/4 parte del beneficio de que
trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004”, la interpretación del mencionado
precepto compete hacerse con total respeto a la sistemática allí contenida,
la cual está sustentada en la progresividad de los beneficios punitivos
ofrecidos por la aceptación de cargos y los preacuerdos y negociaciones
celebrados entre la fiscalía y el imputado o acusado, atendiendo los diversos
momentos procesales  en que puede darse la aceptación de responsabilidad.

Si no se hiciera de la manera señalada anteriormente, se entraría al campo
del absurdo, pues en la audiencia de imputación la rebaja de pena
equivaldría a una cuarta parte del cincuenta por ciento, mientras que para
la preparatoria, esto es, ya en el curso del juicio oral, ese beneficio sería de
la tercera parte de la sanción a imponer, es decir, habría una mayor rebaja
para una etapa más avanzada del proceso, donde el acusado ha prestado
menor colaboración con la administración de justicia.

Para prever ese tipo de situaciones en la aplicación de la justicia premial, la
Sala en su fallo del 5 de septiembre de 2011, señaló que respetando el
principio de progresividad de las rebajas por los institutos tantas veces
mencionados, “los verdaderos sentido y alcance de la restricción de la ¼
parte de la rebaja de pena en los casos de flagrancia conduce a concluir que



tal guarismo es único y que tiene aplicabilidad con independencia  de las
etapas del proceso o en cualquiera de los momentos u oportunidades en que
el imputado o acusado acepte los cargos bien sea por allanamiento o
preacuerdo con el fiscal”

En ese propósito, de acuerdo con la Ley 1453 de 2011 el esquema de rebajas
por razón de dichos institutos, corresponde realizarse teniendo en cuenta la
flagrancia, pero obviamente respetándose las reducciones de pena
inicialmente consagradas para el allanamientos a cargos y preacuerdos y
negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado, de las cuales el
sujeto sólo tendrá derecho a una cuarta parte de las regladas, interpretación
que se ajusta al mencionado principio de progresividad y consulta con el
querer del legislador.

Así, como lo destacó la Procuradora Delegada, la disminución del beneficio
punitivo en una cuarta parte consagrada en el artículo 351 de la Ley 906 de
2004, debe extenderse a todos los momentos o etapas procesales en que se
autoriza allanarse a cargos y suscribir acuerdos entre las partes, respetando
desde luego las rebajas de pena inicialmente previstas para cada momento.

Conforme con lo anterior, la persona que haya sido capturada en flagrancia
tendrá derecho a las siguientes rebajas de penas progresivas según el
momento en que se allane a los cargos formulados:

Rebajas punitivas por aceptación de cargos

Audiencia de
formulación
Art. 351

Rebaja original
½ (50%)

Rebaja actual
12.5 % (1/4 de la mitad)

Audiencia preparatoria
Art.356 N.5

1/3 (33.3%) 8.33% (1/4 de la tercera
parte)

Audiencia juicio oral
Art. 367

1/6 (16.6%) 4.16% (1/4 de la sexta
parte)

En lo atinente a los preacuerdos posteriores a la presentación de la
acusación, dado que el artículo 352 de la Ley 906 de 2004 prevé una rebaja
de la pena imponible en una tercera parte, ésta quedará únicamente en un
8.33 por ciento, conforme a la operación aritmética hecha en precedencia.

Y en lo que atañe a los preacuerdos celebrados antes de la presentación del
escrito de acusación, la rebaja de pena no podrá exceder del 12.5%, que es
la cuarta parte de la mitad.



Huelga señalar que dichas rebajas se harán efectivas luego de
individualizarse la respectiva sanción.

A nivel de ejemplo, frente a una pena individualizada de 240 meses de
prisión, se podrían presentar las siguientes variantes:

Si la persona capturada en flagrancia, en la audiencia de imputación se
allana a los cargos atribuidos por la Fiscalía General de la Nación, según el
parágrafo del artículo 301, modificado por el artículo 57 de la Ley 1453 de
2011, sólo obtendrá una cuarta parte del beneficio allí reglado, esto es, el
12.5%, lo cual lleva a inferir que el descuento punitivo es de 30 meses,
arrojando como sanción definitiva 210 meses de prisión.

Ahora, si la mencionada manifestación se realiza en la audiencia
preparatoria, el acusado que fue capturado en flagrancia, únicamente
tendrá derecho a la cuarta parte del beneficio estatuido en el artículo 356.5
de la Ley 906 de 2004, es decir, un 8.33%, porcentaje que aplicado al
ejemplo, únicamente le reducirá la pena en 20 meses, para un total
definitivo de 220 meses.

Y por último, si el acusado capturado en flagrancia acepta su
responsabilidad en el juicio oral, de acuerdo con el artículo 367 del Código
de Procedimiento Penal de 2004, el cual regla “una rebaja de una sexta parte
de la pena imponible”, surge nítido que tendrá derecho a una cuarta parte
de ese beneficio, el cual se traduce en un porcentaje equivalente a  un
4.16%, que aplicado al ejemplo, el mismo sería de diez (10) meses, quedando
la sanción definitiva en 230 meses».
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